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Resumen: El punto de vista según el cual la ciencia está libre de valores y es independiente, por 
ejemplo, de sus contextos de producción y uso sigue siendo influyente en ámbitos como las políticas 
públicas de ciencia e innovación, a pesar de haber recibido muchas críticas desde diferentes ángulos. 
El presente trabajo muestra, mediante ejemplos recientes, cómo las políticas de promoción y de 
regulación de la ciencia y la tecnología se ven influidas por esa misma visión de la neutralidad 
valorativa y contextual de la ciencia. Frente a esa situación, argumentaremos que es necesario en 
muchos casos recurrir a los valores prácticos (objetivos y valores no epistémicos) a la hora de 
gestionar la producción y aplicación tanto del conocimiento científico producido para el desarrollo de 
diversas políticas (ciencia reguladora) como del conocimiento científico que es el resultado de 
decisiones adoptadas en el contexto de políticas de innovación tecnológica, para conseguir que ese 
conocimiento sea relevante y efectivo. 
Palabras clave: valores epistémicos, valores no epistémicos, ciencia reguladora, políticas públicas de 
ciencia y tecnología. 
 
Abstract: Despite having received a lot of criticism from a variety of perspectives, the idea of a 
value-neutral and context-independent science is still influential in the area of public policies related 
to science and technological innovation. This paper shows by way of recent examples how public 
policies aimed at promoting and regulating science and technology are shaped by this philosophical 
perspective of value neutrality. In contrast, we argue that recourse to practical (non epistemic) values 
and aims is necessary in order to manage the production and application of scientific knowledge, as 
well as ensure that such knowledge is relevant and effective. This applies not only to the purposes of 
regulatory science but also to the knowledge produced as a result of R&D policy. 
Keywords: epistemic values, non-epistemic values, regulatory science, R&D policy. 
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La concepción que considera la ciencia libre de valores e independiente de 
su contexto (por ejemplo, de los contextos de su producción y uso), sigue siendo 
influyente y se presupone, por lo menos implícitamente, en ámbitos como las 
políticas públicas de ciencia y tecnología, a pesar de haber recibido muchísimas 
críticas desde diferentes ángulos. 

La idea de la neutralidad valorativa y contextual de la ciencia sostiene que la 
validez del conocimiento científico es independiente de la forma en la que fue 
generado, dado que los únicos objetivos legítimos de la ciencia serían fines 
epistémicos como la verdad, la predicción o la explicación. Además, a partir de 
esa tesis de la neutralidad se suele inferir que el conocimiento científico es 
fácilmente transferible a diferentes contextos y aplicaciones: el conocimiento 
científico conformaría una base cognoscitiva que se podría transferir y aplicar sin 
problemas a cualquier contexto. Se trataría, pues, de una ciencia en cierta forma 
off-the-shelf, lista para ser usada (Latour 1987). 

En otras palabras, el conocimiento no sería nada más (o nada menos) que 
eso, conocimiento, el producto final del proceso de investigación, con 
independencia de los objetivos predominantes de los científicos, de las 
metodologías usadas durante el proceso de su producción, de su origen 
geográfico, de las fuentes de financiación que permitieron su elaboración, de su 
transferencia a diferentes áreas, aplicaciones y usos, etc. 

Este supuesto de la neutralidad valorativa de la ciencia sigue siendo 
influyente (incluso dominante) en el ámbito de las políticas públicas de ciencia y 
tecnología. Estudios recientes muestran que esa visión sirve en muchos casos 
como guía, aunque sea de forma indirecta e implícita, en la toma de decisiones 
sobre políticas públicas, a pesar de todos los cambios introducidos en los últimos 
30 años (Wynne 2006). Los análisis de las políticas públicas de ciencia y 
tecnología muestran esta situación incluso a nivel europeo (European 
Commission 2007; Todt 2006). 

Pero es precisamente en el ámbito de las políticas públicas de ciencia y 
tecnología donde la idea de la ciencia libre de valores no sólo resulta poco 
realista sino, además, irrelevante e inútil, tanto en la gestión de la producción de 
conocimiento (políticas de ciencia e innovación) como en la gestión de la 
aplicación del conocimiento (políticas de regulación). 

El presente trabajo muestra, mediante dos ejemplos recientes (la regulación 
de sustancias carcinógenas y la transferencia de biotecnología en la Comunidad 
Valenciana), que las dos vertientes en que se suelen subdividir las políticas 
públicas de ciencia y tecnología, la de promoción y la de regulación (Todt et al. 
2007), se ven influidas por la misma visión de la neutralidad valorativa de la 
ciencia. Argumentaremos que tanto el conocimiento científico producido para el 
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desarrollo de diversas políticas (ciencia reguladora) como el conocimiento 
científico que es el resultado de decisiones en el seno de esas políticas 
(innovación tecnológica), tienen que recurrir en muchos casos, para ser relevante 
y efectivo, a los valores prácticos en la gestión de la producción y aplicación de 
conocimiento científico. 

 
 
La neutralidad valorativa de la ciencia 

 
La tesis de que la ciencia proporciona una base de conocimiento valorativamente 
neutral, universalmente aplicable y transferible sin problemas entre diferentes 
contextos, se ha criticado desde la filosofía de la ciencia, la evidencia histórica y 
los estudios sociales de la ciencia (por ejemplo, Kuhn 1977; Laudan 1984; 
Proctor 1991; Rodríguez Alcázar 1997 y 2000), así como desde la economía 
evolucionista (Lundvall 1992; Freeman 1998).  

La formulación más sencilla de la tesis de la neutralidad valorativa de la 
ciencia se basa en una distinción tajante entre hechos y valores, así como entre 
enunciados de hecho y juicios de valor. Una de las muchas versiones de esta idea 
se encuentra, por ejemplo, en Wittgenstein (1921): por un lado encontramos las 
proposiciones (que describen estados de cosas), a las que se puede adscribir un 
valor de verdad, y por otro, el resto de expresiones. Las ciencias naturales 
consisten en el conjunto de las proposiciones verdaderas. Las otras expresiones 
(afirmaciones metafísicas, juicios de valor, juicios morales, etc.) no forman parte 
de la ciencia y no se pueden llamar “proposiciones” en sentido estricto. Estas 
expresiones ni siquiera pertenecen al lenguaje, según el primer Wittgenstein. La 
ciencia se somete exclusivamente a dos tribunales: el mundo (que determina la 
verdad de las proposiciones elementales) y la lógica (que determina la verdad de 
las proposiciones compuestas). En esta descripción los intereses y los valores no 
afectan a los contenidos de la ciencia. 

Esta idea de que los juicios de valor no forman parte de la ciencia ni 
influyen en ella se enfrenta con varios problemas. Un problema importante es 
que en la ciencia no sólo se recurre a valores “prácticos” sino también a valores 
cognoscitivos (epistémicos), que desempeñan el papel de criterios de decisión y 
elección (Kuhn 1977; Laudan 1984). 

Se podría argumentar que los objetivos y valores epistémicos son 
permanentes y vienen dados por las reglas del juego de la ciencia, unas reglas 
que podrían haber sido establecidas convencionalmente (Quine 1990; 
Reichenbach 1938). Pero la filosofía y la historia de la ciencia han mostrado que 
esos valores y objetivos pueden cambiar con el tiempo (Laudan 1984) y que su 
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orden de prioridad y su definición puedan cambiar (Kuhn 1977). La ciencia 
siempre ha tenido que producir juicios de valor relativos a los méritos de 
diferentes teorías o metodologías científicas, así como acerca de los objetivos y 
valores epistémicos de la ciencia en cada momento. 

Los defensores de la tesis de la neutralidad científica podrían reconocer esa 
maleabilidad histórica de los objetivos y valores pero intentar salvar su posición 
insistiendo en la diferencia entre valores epistémicos y no epistémicos 
(prácticos). De esta forma, mantendrían la siguiente versión de la tesis de la 
neutralidad valorativa de la ciencia: aunque las teorías y metodologías científicas 
se evalúen según ciertos objetivos y valores (que además puedan cambiar con el 
tiempo), esos objetivos y valores siempre serían de carácter puramente 
epistémicos, nunca prácticos. 

En otras palabras (y haciendo recurso a la distinción entre el contexto de 
descubrimiento y el contexto de justificación defendida por Reichenbach, 1938), 
aunque los valores prácticos puedan ayudar a clarificar el contexto de 
descubrimiento (la práctica investigadora de una comunidad científica), la 
validación o justificación de los resultados de la práctica científica (esto es, el 
conocimiento científico) sería tan independiente de los valores prácticos como 
del resto de los componentes del contexto de descubrimiento (Ovejero 1994; 
Laudan 1984). 

Esta concepción, que considera el conocimiento científico libre de valores, 
así como útil, relevante y transferible sin problemas hacia una gran variedad de 
contextos científicos, tecnológicos o socioeconómicos, tiene también versiones 
más recientes que surgen en el contexto de la aplicación práctica del 
conocimiento científico a la toma de decisiones en el ámbito de las políticas 
públicas de innovación y regulación de la ciencia y la tecnología. Son estas 
versiones las que nos proponemos poner en cuestión, discutiendo su validez para 
el propio terreno en que se producen. 

 
 

La ciencia llevada a cabo para las políticas públicas 
 

El caso de la ciencia para la regulación muestra que ni esa última (y más 
prometedora) formulación de la tesis de la neutralidad valorativa de la ciencia, 
citada arriba, se puede mantener: también (quizá especialmente) en el ámbito de 
la ciencia reguladora, los valores prácticos pueden influir en la elección de las 
metodologías aplicadas en la producción del conocimiento científico, y 
consecuentemente en la validez atribuida a los resultados de la investigación. 
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Aún más, nuestro argumento será que esa aplicación de valores prácticos en 
la justificación de los resultados científicos es legítima, por lo menos en el 
contexto de la ciencia hecha con fines reguladores. De hecho, en determinados 
contextos la validez de los resultados de la investigación no sólo puede sino que 
debe depender de la elección previa de ciertos valores prácticos. 

La ciencia para la regulación o ciencia reguladora (regulatory science) es 
una actividad científica llevada a cabo con fines de toma de decisiones en la 
regulación de la ciencia y la tecnología, especialmente cuando se trata de la 
evaluación de riesgos. Ejemplos de decisiones administrativas que precisan de 
ese tipo de input científico incluyen la valoración del impacto de nuevas 
tecnologías, de la toxicidad de sustancias químicas, de los niveles aceptables de 
exposición a ciertas sustancias químicas o radiactivas, entre otras (López y Luján 
2000). Los órganos reguladores cuya competencia es la toma de decisiones sobre 
la autorización de ciertos productos (sustancias químicas, medicinas, alimentos, 
etc.) hoy día suelen ser agencias públicas más o menos independientes (por 
ejemplo, la Agencia Europea de Seguridad Alimentaria, EFSA, la Agencia 
Estadounidense de Alimentos y Medicinas, FDA, o la Agencia Estadounidense 
de Medio Ambiente, EPA) (Jasanoff 1990). 

La ciencia reguladora tiene varias características que la distinguen de lo que 
se podría denominar “práctica científica estándar” (o, por lo menos, de la imagen 
habitual de esa práctica científica estándar): 

1. La relevancia social de las conclusiones de la ciencia reguladora, ya que 
éstas pueden afectar muy directamente a la salud y seguridad de los ciudadanos 
(y por eso, además, convertirse en un tema para el debate público). 

2. El alto grado de infradeterminación empírica: con frecuencia, en el 
contexto de la ciencia reguladora los datos son escasos, o son escasamente 
fiables, o compatibles con hipótesis mutuamente incompatibles. 
Consecuentemente, la interpretación de esos datos puede generar controversia. 

3. La importancia del tiempo: los expertos tienen normalmente poco tiempo 
para producir datos relevantes. En otras palabras, a pesar de las importantes 
consecuencias de las decisiones reguladoras para la salud y el medio ambiente, 
en la mayoría de los casos no es posible esperar a que se supere la situación de 
infradeterminación empírica indicada; en otras palabras, no es posible esperar a 
que se hayan generado todos los datos necesarios con suficiente nivel de detalle. 

Los científicos que producen datos para la toma de decisiones reguladoras se 
enfrentan, pues, a la necesidad de generar decisiones rápidamente, sobre la base 
de datos incompletos o contradictorios, en relación con temas controvertidos y, 
además, bajo el escrutinio de una gran variedad de actores sociales afectados 
(consumidores, políticos, empresas, organizaciones no gubernamentales, etc.). 
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En el caso de la regulación de un aditivo alimenticio potencialmente 
cancerígeno, por ejemplo, el órgano regulador tendría que considerar no sólo las 
consecuencias para la salud humana sino, además, los costes económicos y 
sociales que implicaría la prohibición de la sustancia (que puede que sea inocua 
y ofrezca beneficios importantes, por ejemplo para la conservación de 
alimentos). Además, se tendrían que valorar los costes de un aplazamiento de la 
decisión hasta el momento en que hubiera datos concluyentes. 

Desde el punto de vista de los valores epistémicos “estándar” de la 
investigación científica, el aditivo alimenticio se tendría que investigar con el 
objetivo de poder concluir inequívocamente, o por lo menos con muy alta 
probabilidad, si la sustancia es cancerígena o no. En ese tipo de investigación, los 
científicos se enfrentan a dos tipos de errores posibles: 

a) Falsos positivos: una sustancia inocua se declara cancerígena 
b) Falsos negativos: una sustancia cancerígena se declara inocua 
La caracterización habitual de la ciencia indicaría que se deben evitar o 

minimizar ambos tipos de errores. Pero en la práctica científica, particularmente 
si se encuadra en la toma de decisiones reguladoras, adquieren importancia, 
además, otros criterios, como el tiempo necesario o los costes de la 
investigación. 

El tiempo tiene importancia no sólo por razones económicas. También 
puede ser relevante para la salud (por ejemplo, si la sustancia cuyo potencial 
cancerígeno se investiga es un medicamento que no podrá comercializarse hasta 
que los reguladores no hayan tomado una decisión al respecto). Los costes de la 
investigación son importantes porque unos costes demasiado elevados podrían 
afectar a la viabilidad económica del producto en cuestión. 

Ante una situación de infradeterminación empírica, que resulta ser la 
habitual en la ciencia reguladora, sería moralmente inaceptable, según diferentes 
autores (Shrader-Frechette 1989 y 2004; Cranor 2004) que la práctica científica 
se ciñera exclusivamente a objetivos epistémicos “estándar”, tales como la 
verdad. Cranor (1997), por ejemplo, mantiene que los objetivos de la evaluación 
de riesgos no se deberían formular en esos términos sino que su objetivo 
fundamental debería ser minimizar los costes sociales que podrían resultar de los 
falsos positivos y negativos, así como los costes económicos de llevar a cabo los 
ensayos. 

En otras palabras, la decisión sobre cuáles son los objetivos que la ciencia 
reguladora debería perseguir es de carácter normativo y, además, tiene 
consecuencias sociales, medioambientales, morales y políticas. Es importante 
indicar que la dimensión social o política de ese tipo de decisiones no aparece 
sólo cuando se decide elegir la metodología científica que permitiría minimizar 
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los costes sociales: incluso si se toma la decisión de ceñirse exclusivamente a los 
objetivos epistémicos estándar, esta decisión generará consecuencias sociales. 

Una consecuencia de perseguir los objetivos de la ciencia académica 
estándar en la ciencia reguladora es, en algunos casos, el incremento de los 
costes. Más importante es que también aumenta el riesgo de producir falsos 
negativos: la práctica científica estándar trata a una sustancia potencialmente 
cancerígena o tóxica como “inocua mientras no se prueba lo contrario”. De esta 
manera, sustancias potencialmente cancerígenas o tóxicas podrían permanecer en 
el mercado hasta que la ciencia, aplicando su práctica habitual rigurosa pero 
lenta, concluya con certeza que la sustancia efectivamente es nociva. Como se 
puede observar, la decisión de mantener el ideal de la ciencia libre de valores en 
el diseño de las políticas públicas no es una elección moralmente neutral. De 
hecho, en muchos casos se pueden prever los afectados (en un sentido u otro) por 
tal elección. 

En resumen, la práctica de la ciencia reguladora contradice la afirmación de 
que la justificación de los métodos y resultados científicos no debe tener en 
cuenta los valores prácticos. También contradice la afirmación de que los 
criterios para la evaluación de esos métodos y resultados son permanentes: esta y 
otras formas relativamente recientes de aplicar el conocimiento científico (pues 
la ciencia reguladora como tal sólo existe desde los años 60/70 del siglo XX) 
ponen en duda algunas de las convicciones más arraigadas sobre qué cuenta 
como buena práctica científica, así como cuáles son los criterios para evaluar sus 
métodos y resultados. En el caso de la ciencia reguladora, se ha producido desde 
hace varias décadas un debate, dentro y fuera de las agencias reguladoras, con 
respecto a los objetivos y valores subyacentes de esta variedad de la práctica 
científica (Todt y Luján 2008). Este debate tiene importancia precisamente por el 
hecho de que la elección de los valores puede determinar la elección de métodos 
de investigación, y eso a su vez puede determinar los costes, el tiempo necesario 
e incluso los resultados de la investigación. 

Como ejemplo vamos a considerar otra vez una sustancia potencialmente 
cancerígena. Los mejores métodos científicos en este caso son, según la ciencia 
académica estándar, los estudios epidemiológicos y los ensayos con animales. 
Pero los estudios epidemiológicos, que constituyen el método más fiable, no sólo 
son lentos y costosos, sino que generalmente no son aceptables desde un punto 
de vista social y moral (porque precisarían de la muerte de un gran número de 
personas para que se pudiera establecer una relación causal entre esas muertes y 
la exposición a la sustancia en cuestión). Por esas razones normalmente se usan 
ensayos con animales, que suelen ser muy fiables, pero también precisan de 
mucho tiempo y son costosos. 
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Por esa razón, hay agencias reguladoras que en los últimos años han 
empezado a introducir ensayos rápidos (Short-Term Tests, STT). Los STT son 
métodos de ensayo científico mucho más rápidos y menos costosos que los 
métodos “estándar”, aunque también algo menos precisos y fiables (cfr. Cranor 
1997). 

Otra metodología no estándar que se está aplicando cada vez con más 
frecuencia es la aproximación del peso de las pruebas (weight-of-evidence, WOE, 
approach). Esta metodología valora el peso acumulativo de la información 
científica disponible aunque provenga de diferentes fuentes y se produzca en 
contextos diversos y con metodologías variadas. Lo importante en ese caso es 
que en muchas situaciones puede que ninguna de las informaciones científicas 
concretas disponibles (ningún estudio aislado) por sí solo sea suficiente para 
poder afirmar una relación causal, por ejemplo entre exposición a una sustancia y 
una enfermedad, pero que todos los estudios sobre el mismo tema en su conjunto 
puedan ser suficientes para tomar una decisión reguladora (Weed 2005). 

Esto significa que desde el punto de vista de la descripción habitual del 
método científico, esas metodologías no estándar son inferiores a, por ejemplo, 
los estudios epidemiológicos y los ensayos con animales. En cierto sentido 
implican una relajación de los estándares de prueba. Algo similar ocurre con las 
diferentes versiones del principio de precaución, otra aproximación reciente que 
actualmente informa la toma de decisiones reguladoras, especialmente en la 
Unión Europea (Luján y Todt 2007). 

Ahora bien, desde el punto de vista de la economía (coste y tiempo), así 
como de la protección de la salud y el medio ambiente todos estos métodos 
tienen, según sus defensores, ventajas muy claras. 

Obviamente puede darse el caso de que el resultado de una investigación 
basada en un método no estándar acabe siendo desenmascarado como falso por 
una investigación científica estándar más lenta y costosa. Esta posibilidad (poco 
probable) no invalida la aplicación de las metodologías no estándar porque la 
verdad (o su alta probabilidad) no sería ya el único criterio en el momento de 
elegir las metodologías científicas en la evaluación de riesgos. En el contexto de 
la ciencia reguladora una elección metodológica “correcta” sería la que, dada la 
información empírica a nuestro alcance y los valores que decidimos promover 
(así como su peso relativo de importancia), nos llevaría a maximizar la función 
objetiva que determinemos con estos valores y sus pesos relativos. En muchos 
casos, la metodología elegida sería una del tipo “rápido y poco costoso” que nos 
proporcionaría una información relativamente fiable (aunque algo menos fiable 
que una metodología estándar), pero con la contrapartida de poder tomar una 
decisión reguladora en un espacio de tiempo razonablemente corto. 
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Si la elección de la metodología de investigación (y en algunos casos hasta 
los resultados) depende de la previa elección de valores y objetivos, eso significa 
que la justificación de metodologías de investigación, resultados y decisiones en 
el contexto de la ciencia reguladora hace necesario la deliberación explícita 
previa con respecto de esos mismos valores, incluyendo los valores prácticos. 

 
 

La ciencia que resulta de la aplicación de las políticas públicas 
 

Ahora bien, la influencia de valores y objetivos no se limita a la fase de 
generación del conocimiento científico. También influye directamente en el uso 
que se le dé: los valores y objetivos presentes en la producción de ese 
conocimiento pueden llegar a orientar (o incluso determinar) su aplicabilidad o 
utilidad en un contexto de uso determinado. La influencia de los valores 
prácticos, entonces, contradice la idea de la “portabilidad” del conocimiento 
científico; esto es, la idea de que éste, precisamente por interpretarse libre de 
valores y orientado exclusivamente hacia determinados objetivos epistémicos 
(verdad, predicción, etc.), se consideraría transferible sin mayores problemas a 
una gran variedad de contextos tecnológicos, de innovación o de toma de 
decisiones y políticas públicas, donde puede ser usado, aplicado y apropiado 
igualmente sin problemas. 

Esta interpretación, que sigue influyendo en el diseño de muchas políticas de 
innovación, no se puede sostener fácilmente, sin embargo, en el ámbito de las 
políticas públicas. De hecho, vamos a argumentar a continuación que las 
políticas diseñadas sobre el supuesto de la idea de una ciencia libre de valores e 
independiente de su contexto de aplicación no resultan eficaces. 

Un supuesto habitual de la toma de decisiones en el ámbito de las políticas 
públicas de innovación es que un impulso generalizado al sector de la 
investigación y el desarrollo (I+D), tanto público como privado, en una región 
determinada (comunidad autónoma, país, Unión Europea, etc.), llevará 
automáticamente a la aceleración de la actividad innovadora en el sector 
industrial de esa misma región. Esa idea del desarrollo de una red local de I+D, 
prácticamente autosuficiente sigue siendo la finalidad última de muchas de las 
actuales políticas regionales (y no regionales) de fomento de la I+D. 

Pero en la práctica lo que se observa, al menos en determinadas regiones y 
en ciertos sectores económicos, es que puede existir una actividad en I+D 
pública relativamente bien desarrollada (y fuertemente apoyada por las 
autoridades regionales), mientras que la base industrial en el mismo sector 
resulta estar poco desarrollada. 
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Un ejemplo, entre otros (Orsenigo 2001), de esta situación se da en la región 
de la Comunidad Valenciana (España), concretamente en el sector de la 
biotecnología (Fernández de Lúcio et al. 1999). Los datos de un estudio empírico 
(ACCGV, 2001) muestran que el sector de la I+D pública en la región no sólo 
está bien desarrollado sino, además, relativamente bien integrado 
internacionalmente (con muchos proyectos de investigación y cooperaciones 
suprarregionales con el sector privado). Sin embargo, a pesar del buen 
desarrollo de la I+D pública, la industria biotecnológica en la región está poco 
avanzada. 

De hecho, los datos muestran que la I+D pública valenciana en 
biotecnología tiende a estar conectada más intensamente con otras instituciones 
de I+D públicas, así como con empresas privadas de fuera de la región, que con 
organizaciones públicas y privadas de la propia comunidad autónoma. Las pocas 
empresas de biotecnología que hay en la región también están conectadas 
mayoritariamente con actividades de I+D de fuera de la región. No suelen 
mantener relaciones importantes dentro de la región. En suma, el 80% de las 
relaciones de investigación entre instituciones de I+D y empresas son 
suprarregionales (Gutiérrez-Gracia et al. 2008). 

La explicación de esta situación de interrelaciones de I+D casi 
exclusivamente suprarregionales viene dada por una característica fundamental 
de las redes de conocimiento: muchas veces pueden tener forma de comunidades 
epistémicas en vez de organizarse en redes locales (Breschi y Lissoni 2001; 
Audretsch y Stephan 1996): el conocimiento producido localmente puede no 
estar fácilmente accesible a todos los actores sociales geográficamente próximos; 
en cambio, ese mismo conocimiento fluye fácilmente en redes globales de 
empresas e instituciones de I+D, íntimamente conectadas entre sí pero sin 
conexiones a nivel de la región en cuestión (exceptuando los miembros de la 
misma red). 

En la Comunidad Valenciana no hay muchos grupos de excelencia 
internacional en investigación sobre biotecnología que pudieran atraer la 
atención de las pocas compañías regionales que suscriben contratos de 
investigación con instituciones de I+D. En consecuencia, esas compañías 
contratan con instituciones de I+D punteras de fuera de la región. De la misma 
manera, los científicos locales que llevan a cabo investigaciones punteras no lo 
tendrían fácil para encontrar posibilidades de cooperación con la industria local. 
Las buscan, pues, fuera de la región. 

Desde el punto de vista de la industria, esta “deslocalización del 
conocimiento” tiene sentido. Las pocas empresas basadas en la ciencia (Pavitt 
1984) que hay en la región han de competir en los mercados internacionales; 
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naturalmente buscarán contactos con grupos de investigación e instituciones que 
estén llevando a cabo I+D puntera en el particular nicho de conocimiento de esas 
empresas. Esta situación los lleva a contratar con investigadores que están 
ubicados fuera de la Comunidad Valenciana (y muchas veces fuera de España). 

Lo mismo se aplica a los grupos de investigación punteros que operan en la 
región. Su gestión del conocimiento será similar a la de las empresas. Su fuente 
de conocimiento y su referencia es la comunidad científica internacional en su 
área de conocimiento concreto (su particular comunidad epistémica). 

Ahora bien, esta dinámica de deslocalización del conocimiento no se refleja 
en las políticas públicas regionales de fomento de la I+D. Las actuales políticas 
de innovación están orientadas principalmente hacia la mejora de, por un lado, la 
base científica general en biotecnología de la región en cuestión y, por otro, de la 
capacidad y competitividad de las empresas locales tradicionales (que suelen 
invertir poco en I+D), así como de las interrelaciones y comunicaciones entre 
empresas locales y grupos de investigación locales. La toma de decisiones está 
guiada por una visión lineal de la innovación (que no tiene en cuenta el efecto de 
deslocalización), que a su vez está basada en una interpretación de la ciencia 
libre de valores e independiente de su contexto de producción y aplicación. 

Esa imagen de la ciencia influye en la percepción que los decision makers 
(los actores que toman las decisiones) tienen del papel de las conexiones 
transregionales y de los mercados globales. Hace más difícil para ellos tomar en 
consideración, al diseñar las políticas, los efectos complejos del impacto 
deslocalizado del conocimiento. Como resultado, estos actores no tienen en 
cuenta la importancia de los valores prácticos y de los objetivos específicos que 
deberían guiar una producción del conocimiento eficaz (a saber, adaptada al 
contexto de su aplicación o uso concreto). 

El presente ejemplo muestra que la generación de conocimiento útil para su 
contexto se ve impulsada por determinados objetivos y orientada hacia 
determinados contextos: los contextos geográficos y socioeconómicos tienen 
mucha importancia, como también los objetivos de una determinada comunidad 
epistémica. Para que las políticas de innovación puedan cumplir sus objetivos 
tendrían que admitir que el conocimiento científico generado de forma “aislada” 
no necesariamente resulta relevante para la innovación, a menos que tenga en 
cuenta el contexto relevante (aquí, la comunidad epistémica relevante) o se 
genere con los objetivos adecuados (aquí, la integración en la red local de 
conocimiento). 

De hecho, la utilidad de los resultados de la investigación científica depende 
de su contexto de producción: sólo el conocimiento que circula dentro de una red 
determinada (dirigida por los objetivos específicos de esa misma red, como por 
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ejemplo la excelencia en un determinado nicho de conocimiento) es relevante 
para esa misma red (comunidad epistémica); el resto del conocimiento, aunque 
producido y diseminado con fuerte apoyo público, no lo será. De la misma 
forma, el conocimiento que fluye en esas redes globales no será fácilmente 
accesible para su uso local, porque se generó con objetivos distintos a los de las 
redes locales. 

 
 
Conclusiones 

 
Los ejemplos referidos anteriormente de prácticas actuales de aplicación del 
conocimiento científico a diferentes ámbitos de las políticas públicas muestran 
que la tesis de la neutralidad valorativa e independencia contextual de la ciencia, 
incluso en su formulación más sofisticada, no se puede sostener. La práctica 
científica resulta tener aquí una importancia primordial (Rodríguez Alcázar 1997 
y 2000). Precisamente por eso es legítima la aplicación de valores prácticos en la 
justificación de los resultados científicos en el marco de las políticas públicas. En 
tales contextos, la validez de los resultados de la investigación no sólo puede, 
sino en muchos casos debe depender de la elección previa de los valores 
prácticos. 

En otras palabras, la ciencia producida para los fines de las políticas públicas 
(regulación) o resultado de ellas (innovación) tiene que recurrir a los valores 
prácticos en la generación de conocimiento para poder ser relevante y eficaz, 
para poder cumplir sus objetivos (regulación científica-tecnológica para la 
protección de la salud y del medio ambiente o impulso de la innovación, 
respectivamente). 

De hecho, si el conocimiento científico generado fuera totalmente libre de 
valores, no resultaría útil para la toma de decisiones. Y un conocimiento 
producido sin tener en cuenta los objetivos de su eventual aplicación tampoco 
resultaría ser relevante para las políticas públicas. Los resultados de la 
investigación científica dependen de decisiones anteriores respecto de los 
objetivos y valores no epistémicos; la ciencia eficaz en el ámbito de las políticas 
públicas es una ciencia dirigida hacia objetivos predeterminados, hecha para 
unos  contextos concretos de aplicación y generada mediante metodologías 
apropiadas para el uso que se quiera dar a ese conocimiento. 

El conocimiento, por lo menos en el contexto de las políticas públicas, no se 
debe considerar una caja negra, independiente de su forma de producción o su 
contexto de uso. De esta manera, también aumentaría la legitimidad de las 
políticas públicas (Luján y Todt 2008), pues sus decisiones se basarían en 
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conocimiento dirigido hacia determinados objetivos y sensible al contexto en 
cuestión (en vez de ser simplemente “conocimiento”). 

Este argumento es coherente con las interpretaciones actuales de la 
generación de conocimiento en los estudios sociales sobre la ciencia y la 
tecnología. La manera en la que se ha producido el conocimiento a lo largo de la 
historia ha estado sujeta a cambios. Antes, se suponía que el conocimiento 
científico “válido” se generaría mediante la reflexión de individuos o grupos 
muy reducidos de personas especializadas. Es obvio que, a pesar de esa imagen 
tradicional de la generación individual, o casi, del conocimiento, el proceso 
siempre se ha podido describir mejor como una “construcción social”. En las 
últimas décadas se ha considerado que el conocimiento, para ser válido, tendría 
que ser el producto final de un proceso social (colaboración de muchos actores 
sociales especializados, generación de conocimiento parcial en diferentes lugares 
e instituciones especializadas, etc.). Ahora bien, los problemas de aceptación 
social de un número importante de tecnologías recientes (por ejemplo, la 
biotecnología agrícola: Todt et al. 2009), así como la pérdida de confianza 
pública en el conocimiento experto (European Commission 2003, 2005a, 2005b) 
han introducido una faceta adicional: el conocimiento, para poder ser 
considerado válido (esto es, para ser socialmente aceptado y legitimado), ahora 
tiene que ser el resultado de una práctica social que involucre un gran número de 
actores sociales, de los cuales muchos no pertenecen al área de la “ciencia” o de 
los “expertos”. En otras palabras, la producción de conocimiento válido tiene que 
romper las barreras entre todos esos actores y perfeccionarse a través de un 
intercambio mutuo entre todos ellos (Funtowicz y Strand 2007). Los cambios 
mencionados en la generación de conocimiento han ido acompañados de sendos 
cambios en el papel de los ciudadanos: de no estar preocupados por la ciencia, 
han pasado a ser testigos de ella y, posteriormente, clientes y financiadores, hasta 
llegar ahora al papel de participantes. 

Para el diseño de las políticas públicas de ciencia e innovación todo esto 
significa que  la regulación y la promoción están infradeterminadas por el 
conocimiento científico. Ese conocimiento tiene que ser completado y 
acompañado por los valores expresados por los diferentes actores sociales. Los 
científicos, en cambio, si quieren generar conocimiento relevante para la toma de 
decisiones, deben tener en cuenta esa relación entre epistemología y políticas que 
subyace a muchos de los problemas que investigan. Pero la práctica de las 
políticas públicas de ciencia y tecnología también muestra que es posible dirigir 
la producción y el uso del conocimiento hacia determinados objetivos y valores 
no epistémicos (y así aumentar su relevancia), especialmente mediante la 
elección de las formas usadas para producirlo. 
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